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Se trata de cuestiones ajenas a la competencia autonómica y, por ende, no susceptibles de supervisión por el 
Defensor del Pueblo Andaluz, dado que el Programa en cuestión pertenece al Imserso, por lo que, indefectiblemente, 
se remiten al conocimiento del Defensor del Pueblo estatal, sin perjuicio de proporcionar a las personas 
interesadas los antecedentes conocidos sobre el particular.

Los Centros de Participación Activa también tienen presencia cuando de instrumentos al servicio del ocio de las 
personas mayores se refiere. En 2018 se apuntó a la falta de personal en uno de estos Centros, en la medida en que 
dicha insuficiencia impedía su apertura y disfrute durante el tiempo necesario, subsanándose la deficiencia por la 
Administración y, con ello, admitiéndose la pretensión.

Estimamos muy positivo que las personas mayores deseen disfrutar de este tramo de su vida de forma lúdica 
y, desde luego, que hagan valer también sus derechos en esta parcela cuya satisfacción colectiva corresponde 
organizar y garantizar a los poderes públicos.

ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS

1.3. Dependencia y Servicios Sociales

1.3.1 Introducción
...

En lo que atañe al primero de los ámbitos, el Sistema de la Dependencia acapara buena parte de las intervenciones 
de esta Defensoría desde su implantación, sin que su presencia decrezca de forma notoria. Antes al contrario, en 
el ejercicio 2018 hemos denotado un incremento relevante de las quejas remitidas por los ciudadanos, todos 
ellos demandando una respuesta adecuada del Sistema.

Nos toca por ello ser reiterativos en aspectos ya conocidos, como los retrasos en dar efectividad al derecho de 
las personas que solicitan el reconocimiento de su situación de dependencia; especialmente, en esta ocasión, la 
incidencia que en el reconocimiento o la revisión de grado parece estar teniendo la falta de valoradores de tal situación; 
aludiremos también a los servicios de atención residencial, para destacar el enfoque y concepción que deberían 
informar los criterios para su gestión, cuando se trata de plazas concertadas a favor de personas mayores en situación 
de dependencia; así como para volver a poner el acento en el problema de insuficiencia de plazas en servicios de 
atención residencial y plazas de respiro familiar para personas dependientes discapacitadas de perfiles diversos; 
concluyendo el análisis con la alusión a una carencia del Catálogo de servicios y prestaciones, consistente en no haber 
obtenido implantación ni desarrollo normativo la prestación económica de asistencia personal.

...

1.3.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.3.2.1 Dependencia

Hemos subrayado en todos los informes precedentes, que la situación de dependencia otorga a quien se encuentre 
en la misma, un derecho subjetivo, con todo lo que ello comporta.

A pesar de esta naturaleza jurídica, y de que los diferentes poderes y Administraciones con facultades en su 
devenir, caminan por la senda del convencimiento de que el Sistema de la Dependencia es una conquista social sin 
retorno, como necesidad social precisada de la respuesta y organización pública, la efectividad del derecho de las 
personas solicitantes aparece en muchos casos subordinada a razones de financiación y de organización.

https://www.defensordelpueblo.es/
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Concentramos los puntos de discordia en las vulneraciones del plazo para resolver el procedimiento 
administrativo, es decir, para reconocer la situación de dependencia y para la efectividad del derecho mediante 
la asignación de una prestación del Sistema o de un servicio del Catálogo.

Añadiremos que -obviando discrepancias difícilmente resolubles acerca del grado de dependencia resultante de 
la valoración técnica-, es preponderante el conflicto cuando se trata del acceso a servicios, por lo que atañe a su 
concreción. Nos referimos particularmente a la ubicación del Centro residencial para las personas mayores, 
a la insuficiencia de residencias destinadas a personas dependientes con específicos perfiles de discapacidad y, 
finalmente, a la poco usual prestación económica de asistencia personal.

1.3.2.1.1 La inobservancia del deber de reconocer en plazo la prestación de dependencia

La Disposición final primera de la Ley 39/2006, expresa en su apartado segundo lo siguiente: “En el marco 
de lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de la Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, el plazo máximo, entre la fecha de entrada de la solicitud y la de 
resolución de reconocimiento de la prestación de dependencia será de seis meses, independientemente de que 
la Administración competente haya establecido un procedimiento diferenciado para el reconocimiento de la 
situación de dependencia y el de prestaciones”. (Debemos significar que conforme a la Disposición final cuarta 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la 
referencia a la Ley 30/1992 citada, debe entenderse hecha en este caso a esta última).

Entre las opciones que contempla dicha Disposición y dejando al margen las controversias doctrinales 
sobre la correcta configuración procedimental para la tramitación del expediente de dependencia, (uno o más 
procedimientos, subprocedimientos o meras fases dentro de un mismo expediente), la comunidad autónoma de 
Andalucía se decantó por establecer sendos procedimientos administrativos que, con autonomía y tramitación 
sucesiva dentro del expediente de la persona interesada, conducen a la efectividad del derecho. El primero, iniciado 
a instancia de parte, y duración máxima de tres meses, con intervención exclusiva de la Administración autonómica, 
dedicado a la valoración y reconocimiento de la situación de dependencia. Y de oficio el segundo, destinado 
a la propuesta de recurso por los Servicios Sociales, para su aprobación ulterior por la Delegación Territorial 
competente en materia de servicios sociales, en idéntico plazo máximo de tres meses.

Esta obligación legal irrefutable, de aplicación uniforme en todo el territorio nacional y desvinculada de los lances 
procedimentales que para sí acuerde cada comunidad, se ha consolidado como el caballo de batalla del Sistema de 
la Dependencia, a fuerza de convertir en costumbre lo que debería ser excepción.

En este sentido, más que el volumen de quejas que recibimos, lo relevante es la prolongación del problema en el 
tiempo y las numerosas actuaciones que dedicamos a defender y a hacer valer ante la Administración el legítimo 
derecho de las personas afectadas.

Las significativas demoras de los expedientes que conocemos, suponen una superación del plazo legal 
máximo por encima de lo razonable, tanto en las actuaciones dirigidas al reconocimiento o revisión de grado, 
como en las que comporta la asignación de recurso.

Respecto del reconocimiento de la situación de dependencia, ya inicial o por revisión de grado, en 2018 hemos 
recibido quejas en las que se manifiesta que las valoraciones se encuentran paralizadas debido a la falta o insuficiencia 
de personal técnico que las practique. Si bien en anualidades anteriores se aducían razones de acumulación de 
expedientes provenientes de “ralentizaciones” precedentes, en el pasado ejercicio la nota adicional ha venido 
de la información suministrada por las mismas personas reclamantes, que refieren que en determinadas zonas 
las valoraciones están paralizadas o muy retrasadas por falta absoluta de personal de valoración o por 
la asignación insuficiente de un único profesional. Algunas de estas quejas se encuentran aún en trámite 
(queja 18/5747, queja 18/4534), mientras que en otras, a pesar de la deficiencia, la pretensión ha podido ser resuelta 
favorablemente (queja 18/5618).
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En la fase de PIA, es decir, en la que tiene por finalidad reconocer un recurso y dar efectividad al derecho 
de la persona en situación de dependencia, se aprecia asimismo la continuidad en la dinámica de significativa 
extemporaneidad en la resolución de los expedientes, especialmente acusada cuando el recurso propuesto es el 
servicio de atención residencial.

Debemos llamar la atención, en este sentido, a la enorme dilación que en muchas ocasiones conlleva la revisión 
del PIA (hasta dos y tres años), cuando tiene su causa en el cambio de comunidad autónoma de 
residencia, es decir, por trasladar su domicilio a Andalucía la persona dependiente (queja 18/5404).

Insistimos frecuentemente en puntualizar que no pretende esta Institución denostar con enfoques faltos de rigor 
la gestión ni los logros de un Sistema, cuya misma supervivencia a la inestabilidad de los años críticos precedentes 
nos genera satisfacción.

Sabemos que son muchos los servidores públicos, autonómicos y locales, que dedican tiempo y voluntad a 
este cometido voluminoso. Pero en la visión de la realidad que nos toca observar, hemos de señalar que no son 
suficientes los medios puestos al servicio de la causa, ni los personales ni los materiales, y, en el desempeño de la 
función de defensa de derechos que nos compete, debemos insistir en que el derecho subjetivo que legítimamente 
ostentan las personas en situación de dependencia, no ha de quedar condicionado y postergado por cuestiones 
de dotación presupuestaria y de insuficiencia de recursos personales.

1.3.2.1.2 La proximidad del centro residencial en las plazas reconocidas a las personas 
mayores en situación de dependencia

Hablar de dependencia, inevitablemente, es traer a colación una situación en la que se encuentran muchas personas 
de las que hoy en día hemos convenido en llamar “mayores”.

Todos los inconvenientes del Sistema de la Dependencia se magnifican cuando de mayores se trata, ya que, por razones 
cronológicas, el tiempo deja de ser un elemento a su favor, no obstante el incremento actual de la esperanza de vida.

Dentro de la regulación legal del Catálogo de servicios dedicados a la Dependencia, presentan una incidencia 
acusada para esta franja de la población los residenciales y, con mayor precisión, no solo la necesidad, en muchas 
ocasiones perentoria, de acceder a un recurso de tal tipo, sino también la importancia de hacerlo en un centro que, 
por su ubicación geográfica, no provoque el desarraigo de la persona mayor dependiente, cercenando sus lazos 
familiares y sociales.

Este problema, que debe enfocarse con la debida sensibilidad y empatía, ha sido ya traído a colación en anteriores 
Informes Anuales y de forma más pormenorizada en el del año 2017, a cuyo planteamiento remitimos en aras 
de la brevedad, a través de la consulta al siguiente enlace: “Las controversias sobre el recurso 
residencial y sobre la prestación vinculada al servicio de atención residencial 
como alternativa (Informe Anual 2017)”.

A lo largo de 2018, tras la información de la Administración y el sentir común de las personas afectadas, que 
hemos seguido recabando en las diferentes quejas individuales recibidas sobre el particular, nos han surgido dudas y 
planteamientos sobre la homogeneidad o disparidad territorial en la gestión de las plazas, sobre la forma en 
que los nuevos ingresos se concilian con otras formas de acceso a los centros residenciales y sobre los fundamentos 
para el reconocimiento de la prestación económica vinculada al servicio de atención residencial.

Por esta razón, hemos reflexionado sobre la conveniencia de tomar la iniciativa, con la finalidad de evaluar los 
mecanismos organizativos en la asignación de plazas residenciales a personas mayores en situación de 
dependencia y determinar si su distribución se gestiona conforme a criterios uniformes y de equidad 
que, sin dejar de respetar la legalidad, permiten tomar en consideración las circunstancias y voluntad de aquellas y, 
en su caso, de sus familiares.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-a-la-administracion-que-sin-mas-demoras-resuelva-el-programa-de-ayuda-para-la-persona
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2017/index.php/informe-anual-completo-indice/capitulo-1-actividad-por-materias/1-3-indice/1-3-dependencia-y-servicios-sociales/1-3-2-analisis-de-las-quejas-admitidas-a-tramite/1-3-2-1-dependencia/1-3-2-1-3-las-controversias-sobre-el-recursos-residencial-y-sobre-la-prestacion-vinculada-al-servicio-de-atencion-residencial-como-alternativa
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2017/index.php/informe-anual-completo-indice/capitulo-1-actividad-por-materias/1-3-indice/1-3-dependencia-y-servicios-sociales/1-3-2-analisis-de-las-quejas-admitidas-a-tramite/1-3-2-1-dependencia/1-3-2-1-3-las-controversias-sobre-el-recursos-residencial-y-sobre-la-prestacion-vinculada-al-servicio-de-atencion-residencial-como-alternativa
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2017/index.php/informe-anual-completo-indice/capitulo-1-actividad-por-materias/1-3-indice/1-3-dependencia-y-servicios-sociales/1-3-2-analisis-de-las-quejas-admitidas-a-tramite/1-3-2-1-dependencia/1-3-2-1-3-las-controversias-sobre-el-recursos-residencial-y-sobre-la-prestacion-vinculada-al-servicio-de-atencion-residencial-como-alternativa
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1.3.3 Quejas de oficio, Colaboración de las Administraciones y Resoluciones 
no aceptadas

1.3.3.1 Quejas de oficio

 queja 18/0672, sobre irregularidades en la residencia para personas mayores de Lucena, dirigida al 
Ayuntamiento de dicha localidad y a la Delegación Territorial en Córdoba de la Consejería de Igualdad y 
Políticas Sociales;

1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social

1.5.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.5.2.5 Quejas relacionadas con el reconocimiento y ejercicio de derechos de los 
empleados públicos

1.5.2.5.1 Recuperación Premio de Jubilación Personal Laboral Junta de Andalucía

Ante las numerosas quejas recibidas en la Institución por la negativa a reconocer el premio de jubilación al 
personal laboral de la Junta de Andalucía, al considerarse que constituye una clara discriminación toda vez que el 
personal funcionario sí lo tiene reconocido, se abrió de oficio la queja 17/3499 ante la Secretaría General para 
la Administración Pública a fin de que se pudiera solventar esta situación.

En el curso de tramitación de la queja, tras poner de manifiesto la posible vulneración del principio constitucional 
de igualdad del art. 14 CE por la diferente génesis seguida en cuanto a la recuperación de estos premios en uno y 
otro colectivo de empleados públicos, la mencionada Secretaría General nos comunica que en el Acuerdo marco 
de la Mesa General de Negociación Común del personal funcionario, estatutario y laboral de la Administración de 
la Junta de Andalucía, de 13 de julio de 2018, aprobado por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 17 de julio de 2018, 
se incluye, entre las finalidades a las que se van a destinar los fondos adicionales regulados en el artículo 18. Dos 
de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, la incorporación del premio 
de jubilación del personal laboral de la Administración General de la Junta de Andalucía, cuya concreción deberá 
llevarse a cabo a través de la negociación sectorial.

Con esta comunicación se dio por cerrada la queja al considerar que estaba en vías de solución la cuestión de 
fondo planteada.

En este contexto, con fecha 23 de noviembre de 2018, la Comisión Negociadora del VII Convenio Colectivo del 
Personal Laboral de la Administración de la Junta de Andalucía, a fin de dar cumplimiento a lo establecido en el 
mencionado Acuerdo Marco acordó establecer un premio de jubilación para este colectivo incorporando para 
ello un nuevo artículo 62.bis al vigente VI Convenio Colectivo que resultará de aplicación desde el día de su firma; 
no obstante, de conformidad con lo dispuesto por el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 17 de julio de 2018, 
desplegará efectos retroactivos desde 13 de julio de 2018, fecha del referido Acuerdo Marco.

De este modo, desde el día 31 de diciembre de 2012, hasta el 13 de julio de 2018, existe un colectivo de empleados 
públicos de la Administración de la Junta de Andalucía (personal laboral) que ha visto restringidas sus expectativas 
y legítimos derechos por cuanto, una vez suprimida la modalidad de jubilación anticipada a la que se vinculaba 
el premio-incentivo de jubilación, este derecho (cantidad económica por años de servicios prestados) debería 
también reconocerse a este personal en las mismas condiciones en que se hizo para el personal funcionario a fin 
de hacer efectivo el principio de igualdad en el acceso de todos los empleados públicos de esa Administración al 
disfrute de sus derechos.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-una-residencia-de-mayores-en-lucena-que-careceria-de-permisos-y-licencias
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-sobre-la-recuperacion-del-premio-de-jubilacion-para-el-personal-laboral-de-la
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